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Nún. de Registro: L43/9O

ASIIMIO: Amparo promovido por
e l  r rBanco Centra l ,  S.A.  t .

SOBRE: Contra la Sentencia del
Juzgado de Io Social núur. 25
de Barcelona, en autos sobre
reclauación de cantidad.

el recurso de amparo promovido por

Sección Tercera

EXCMOS. SRES.

D. Francisco Rubio Llorente

D. Eugenio Oíaz Einil

D, José Luis de los Mozos

La Sección ha

e1 rrBanco Central,

examinado

s .A .  r f  .

I. - A¡{TECEDENTES

L. Don Federico orivares santiago, procurador de los Tri-
bunalesr €n nombre y representación der rBanco central, s.A.r,
interpone, mediante escrito depositado en
con fecha l-6 de enero de L99O, recurso
Sentencia del Juzgado de 1o Social núm.
de diciembre de 1999, dictada en autos
cant idad.  fnvoca e l  ar t .  L4 C.E.

e} Juzgado de Guardia

de amparo frente a la

25 de Barcelona de LB

sobre reclamación de

de la entidad recurrente
ante eI Juzgado de 1o So-
cantidades referentes aI

2- La demanda se basa en ros siguientes antecedentes¡

a) Cuatro trabajadores a1 servicio
ra en amparo interpusieron demanda

ial nún. 25 de Barcelona reclamando

io de 20 años de antigüedad y aI amparo de1 art. l_8 del Re



mffim
TRIBUNAL

CONSTIIUCIONAL

u-

.9
I

ct
e

E
@
a
6

4

I

0 0205780
-2 -

glamento de Régimen Interior del extingruido Banco lbérico,
S.4., gu€ había sido absorvido por eI Banco Central.

b) Por Sentencia de
demanda, condenando a la

licitadas y reconociendo

l-8 de diciembre de l-999 r s€ estima Ia
empresa aI pago de las cantidades so-

el carácter firme de la resolución.

3. Frente a esta úItima resolución judicial se interpone
recurso de amparor por presunta vulneración del art. L4 c.8.,
con 1a súprica de que se declare su nuridad. por un otrosí, so-
licita la suspensión de 1a ejecución de Ia sentencia impugnada.

Entiende la entidad bancaria recurrente, después de afirmar
que Ia Sentencia en cuestión lesiona e1 principio de seguridad
jurídica reconocido en er art. g c.E. r gu€ con ella se hace
caso omiso de 1a sentencj-a de1 Tribunal central de Trabajo
(T-c.T. ) de L5 de septiembre de Lgzg en 1a que se declara que
los preuios de 20 y 25 años constituyen una condición más bene-
ficiosa de carácter absorbible y compensabre y que ha sido ra-
tificado después por otros pronunciamientos. Manifiesta asimj-s-
mo que eI Juzgado de 1o Socia1 aplica arbitrariamente la norma,
pues 1a cuestión litigiosa afecta a un numeroso grupo de traba-
jadores y, sin embargor Do admite la posibilidad der recurso,
1o que lesiona er principio de iguardad en la aplicación de la
Ley.

4. Por providencia de 26 de marzo de l-99o, ra sección acor-
dó poner de manifiesto la existencia de las causas de
inadmisibil idad previstas en e1 art. so.j- a), en relación con

1 art. 44.1 a) de la r,orc, por no haberse agotado todos los
os uti l izables dentro de Ia vía judicial; y en el art.

50.L c) de 1a r,orc, por cuanto 1a demanda pudiera carecer mani-
iestamente de contenido que justifique una decisión sobre el
ondo, otorgando aI recurrente y al Ministerio Fiscar un plazo

de diez días para presentar alegaciones.
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5. E1 Ministerio Fiscalr €rr su escrito de l_L de abril de
L990, después de advertir que no se acredita Ia fecha de noti-
ficación de 1a resolución impugmada, señala, de un rado, que e1
principio de seguridad jurídica aregado por la Entidad recu-
rrente no es susceptibre de amparo y, de otro, gue no puede ha-
ber vulneración der principio de igrualdad en Ia aplicaeión de
ra ley, pues no se ofrece como término de comparación ninguna
sentencia, dietada de forma diversa, a 1a deI Juzgado de 1o so-
cial núm. L5 de Barcerona, insist iendo en que e1 T.c.T. no es
una instancia unificadora de 1a doctrina. Tampoco s¡e ha lesio-
nado el derecho a1 recurso -se dice-, pues de los antecedentes
se deriva 1a falta de alegación y prueba en e1 juicio de que la
cuestión debatida afecta a un gran nrlmero d.e trabajadores, si
bien 1a recurrente pudo anunciar su recurso e interponerlor éD
su caso' aun cuando 1a Sentencia advirtiera que no cabía recur-
so, por 1o que las consecuencias que de ello se derivan se de-
ben exclusivamente a una falta de diligencia. rnteresar por
tanto, gü€ se inadmita a tránite el recurso.

IT. - FI]NDAII{ENTOS JI]RIDICOS

L. Proce,de confirmar
la recurrente, la causa
contenido constitucional
nuestra providencia de 26

ahora, ante 1a falta de alegaciones

de inarlmisión relativa a Ia falta

de la demanda, puesta de manifiesto

de marzo de L990.

de

de

en

2. Aun cuando 1a resolución inpugnada desconozca 1a doctri-
na del T.c.T. incorporada a la Sentencia de 15 de septiembre de
1979 -que 1a entidad recurrente aporta como término de compara-
ción para justificar Ia lesión del principio de iguardad en la
aplicación judicial de la r,ey-, 1o que es dudoso, pues el I{a-
gistrado es consciente de su existencia y La cita expresamente
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para apartarse de ella en la resolución de1 caso concreto, ello
no supone que se haya producido 1a lesión denunciada.

En efecto, reiterada jurisprudencia de este Tribunal en-
tiende gue Ias resoluciones judiciales que se comparan deben
proceder de1 mismo órgano judicial, circunstancia que no se da
en eI presente caso, ár ser un órgano inferior respecto de otro
superior. El principio de iguardad, por tanto, sóro puede ser
invocado en el caso de que las resoluciones judiciales procedan
de1 mismo órgano judicial (ssrc 26o/sgi LL7/ggr ATc 2g/Bgr €n-
tre otras muchas). En su virtud, parece craro que no existiría
violación de1 art. L4 c.E. alegado por la recurrente.

Es cierto güé, en e1 presente caso, rá resolución ahora
impugmada en amparo es firne, lo que inpide ar Tribunar supe-
rior corregirr €D su caso, ra doctrina incorporada a ra misma
por contradecir injustificadamente Ia que ya se ha consolidado.
sin embargo, eI Tribunal constitucional no puede sarvar ros
efectos anudados a dicha situación, al no ser un órgano creado
para unificar la jurisprudencia a modo de casación universal.
Con reiteración taubién, 1a doctrina jurisprudencial ha señala-
do que rrel principio de iguardad en ra apricación judicial de
1a rey no puede invocarse con eficacia en e1 proceso de amparo
cuando ras resoluciones discrepantes se adoptan por órganos ju-
diciales diversos, pues de otro modo el proceso de amparo se
convertiría en lo que no puede ser, un instrumento de unifica-
ción de la jurisprudenciat (src Lgo/g}). En er presente caso,
por tantor no puede pretenderse que este Tribunar cubra er pa-
pel guer en su caso, estarÍa asigmado aI órgrano judicial supe-
rior si la sentencia fuese recurribre en via ordinaria.

Lo que en realidad se plantea por la entidad recurrente no
es tanto la aplicación judiciar der derecho, sino, como indica
e1 Ministerio Fiscal, 1a propia seguridad jurídica. sin embar-
go, 1a garantía de seguridad jurídica acampa fuera de la vía
procesal del recurso de amparo, sin que er rribunal constitu-
cionar asuma, según se ha dicho, función revisora arguna propia
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de una tercera (segrunda en este caso) instancia. Es cierto así
que la resorución judicial impugmada ha podido rearizar una in-
terpretación de una norma que difiere de ra mantenida por otro
órgano judicial superior y d.istinto, pero ello es consustancial
a la propia función jurisdiccional. Tanbién es verdad que en
el1o puede verse afectada 1a segruridad jurídica, pero no es me-
nos cierto que no cabe extraer una lesión del principio de
igualdad de tar consecuencia (ATc de 29 de enero de 1990, €D
R.A. núm. L874/99') .

3. De otro lador s€ deduce que 1a entidad recurrente debió,
en el acto de juicio, alegar y probar, éD su casor güé la cues-
tión debatida tenía alcance colectivo, para asegiurarse así 1a
recurribilidad de 1a sentencia, abriendo Ia puerta, en su caso,
por Ia vía del recurso de suplicación, a una posible revocación
de ra sentencia por e1 T.c.T. si el Magistrado se apartaba
injustificadamente del criterio gue éste úrtino venía nante-
niendo. No puede aceptarse ahora e1 argrumento de Ia entidad re-
currente de gue el üuzgado de 1o Social aplica arbitrariamente
Ia norna, dr no adnit,ir ra posíbilidad de1 recurso, pues, eD
modo algruno se acredita en ra demanda, ni tampoco se desprende
de la sentencia impugmada, que 1a actora hiciera varer la cir-
cunstancia de Ia afectación de 1a cuestión debatida a un gran
número de trabajadores (art. Ls3.2 de ra L.p.L.) a efectos del
recurso, ase![urándose así e1 conocimiento posterior por un Tri-
bunal superior. Aun en er supuesto de que eIlo hubiera sido
asÍ, eI derecho fundamental gü€, en su caso, hubiera podido

afectado no sería el principio de iguardad, sino la tu-
te la judic ia l  efect iva (art .  24.L c.E. ) ,  que no ha sido alegada

Ia demanda, a 1o que debe añadirse que bien pudo la actora,
aun cuando 1a Sentencia advertía que no cabía recurso algruno,

unciar 1a suplicación e interponer, en su caso, dicho recur-
, o impugnar Ia propia decisión judicial de inadnisión.

Por lo expuesto, la Sección acuerda la inadmisión del re-

las actuaci-ones. por Ia misma razónr sOy eI archivo de
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hace innecesrio pronunciarse sobre J.a suspensión solicitada por
Ia Entidad recurrente.

Madrid, a cuatro de junio de miI novecientos noventa.


